ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / PROCESO DE DOBLE INSTANCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA / NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA
El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios materiales, supera la exigida por la norma para el efecto

FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1988

PRUEBA TRASLADADA / REQUISITOS DE LA PRUEBA TRASLADADA / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TRASLADADA / PRUEBAS EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / VALIDEZ DE LA PRUEBA TRASLADADA / ADMISIÓN DE LA PRUEBA / PRUEBA TRASLADADA DEL PROCESO PENAL / SOLICITUD DE TRASLADO DE LA PRUEBA / PRUEBA TRASLADADA SOLICITADA POR AMBAS PARTES / PRINCIPIO DE LEALTAD PROCESAL
El artículo 185 del C. de P.C., aplicable al procedimiento contencioso administrativo en virtud de lo dispuesto en el artículo 267 del C.C.A., establece que las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, “siempre que en el proceso primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”. No obstante, de acuerdo con jurisprudencia reiterada de esta Corporación, las pruebas recaudadas en un proceso distinto pueden ser valoradas dentro del proceso contencioso administrativo -aunque no hayan sido practicadas a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella, ni hayan sido objeto de ratificación- si las dos partes solicitan su traslado, pues se ha entendido que es contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio, pero que en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 185 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 267

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la prueba trasladada, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 21 de febrero de 2002, rad. 12789, C. P. Alier Eduardo Hernández; sentencia de 25 de enero de 2001, rad. 12831, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia de 3 de mayo de 2007, rad. 25020, C. P. Ramiro Saavedra Becerra; sentencia de 18 de octubre de 2007, rad. 15528, C. P. Mauricio Fajardo Gómez.
PRUEBAS EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRUEBA TRASLADADA DEL PROCESO PENAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TRASLADADA / VALIDEZ DE LA PRUEBA TRASLADADA / ADMISIÓN DE LA PRUEBA / SOLICITUD DE TRASLADO DE LA PRUEBA / COPIA SIMPLE DE DOCUMENTO / PROCEDENCIA DE LA VALORACIÓN DE LA COPIA SIMPLE DE DOCUMENTO / RECONOCIMIENTO DE LA VALORACIÓN DE LA COPIA SIMPLE DE DOCUMENTO / DOCUMENTO PÚBLICO / REQUISITOS DEL DOCUMENTO PÚBLICO

Dentro del expediente obran copias auténticas de la investigación preliminar penal (…), las cuales fueron incorporadas al proceso en cumplimiento de lo dispuesto por la Sección Tercera -Subsección B- del Consejo de Estado mediante auto de 28 de septiembre de 2012 (...). Estas pruebas serán apreciadas por la Sala debido a que fueron solicitadas por la parte actora en el escrito de demanda, y a que la entidad demandada aceptó que las mismas se tuvieran como pruebas válidas dentro de este proceso al pedir el traslado (…). En relación con las copias simples que fueron traídas al expediente por el comandante del departamento de policía del Meta en cumplimiento de lo ordenado por el a-quo mediante auto del 22 de septiembre de 1999 (…), la Sala precisa que gozan de mérito probatorio debido a que su allegamiento al proceso en la forma antes indicada, implica el reconocimiento por parte de quien las aporta de la correspondencia de dichas copias con el original, y a que la jurisprudencia de esta Sección ha señalado que “el documento expedido por funcionario público, en ejercicio de su cargo o con su intervención, se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C.P.C”. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 252

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la copia simple de documento, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 5 de marzo de 2008, rad. 2004-01402-02(AP), C. P. Myriam Guerrero de Escobar; sentencia de 28 de abril de 2010, rad. 33407, C. P. Mauricio Fajardo Gómez(E).

PRUEBA INDIRECTA / PRUEBA INDICIARIA / REQUISITOS DE LA PRUEBA INDICIARIA / VALOR PROBATORIO DEL INDICIO / APRECIACIÓN DEL INDICIO / LÍMITES DE LA DISCRECIONALIDAD DEL JUEZ / LÍMITES DEL PRONUNCIAMIENTO DEL JUEZ / ANÁLISIS DE LA PRUEBA POR EL JUEZ / DEBERES DEL JUEZ / LÍMITES DE LA DISCRECIONALIDAD DEL JUEZ / APRECIACIÓN DE LAS PRUEBAS EN CONJUNTO
[L]as pruebas, vistas en conjunto, pueden tenerse como indicio de que el señor (…) resultó herido en medio del fuego cruzado puesto que ubican a la víctima en la misma fecha y en el mismo sitio en el que guerrilleros y policías sostuvieron un enfrentamiento armado. Los indicios, vale la pena señalarlo, son medios de prueba indirectos y no representativos -como sí lo son el testimonio y la prueba documental- y no pueden ser directamente observados por el juez, como por ejemplo sucede con la inspección judicial. Se tiene así que “[e]n la prueba indiciaria el juez tiene ante sí unos hechos probados a partir de los cuales establece otros hechos, a través de la aplicación de las reglas de la experiencia, o principios técnicos o científicos”. No obstante, este indicio pierde solidez cuando se contrasta la información consignada en el acta de levantamiento del cadáver, según la cual el señor (…) ingresó a la clínica del Instituto de Seguros Sociales en Villavicencio a las 10:20 a.m. (…), con los datos contenidos en los informes oficiales, los cuales indican que a esa hora estaba teniendo lugar el primer enfrentamiento armado entre policías y guerrilleros.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la prueba indiciaria, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 2 de mayo de 2007, rad. 15700, C. P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia de 3 de octubre de 2007, rad. 19286, C. P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia del 20 de agosto de 1997, rad. 11799, C. P. Carlos Betancur Jaramillo; sentencia del 7 de abril de 1994, rad. 9261, C. P. Daniel Suárez Hernández, sentencia de 3 de mayo de 2007, rad. 16696, C. P. Enrique Gil Botero.

INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / HECHO DEL TERCERO / EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / DAÑO CAUSADO POR HECHO DEL TERCERO / INEXISTENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO DE POLICÍA / MUERTE DE CIVIL / DAÑO CAUSADO CON ARMA DE FUEGO / RETÉN DE GRUPO ARMADO AL MARGEN DE LA LEY / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / GUERRILLA / ACTIVIDAD GUERRILLERA /ATAQUE GUERRILLERO / PRUEBA DE LA MUERTE DE LA PERSONA / REGISTRO CIVIL DE DEFUNCIÓN / SUJETOS DEL CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / FARC

[L]a Sala considera que el material probatorio aportado al proceso no permite concluir, tal como lo hizo el a-quo, que (…) resultó herido en la forma indicada en la demanda, esto es, durante un enfrentamiento armado entre la guerrilla y la Policía Nacional.  Al contrario, estas pruebas conducen a tener como válida la hipótesis fáctica defendida por la entidad demandada, según la cual el disparo que finalmente acabó con la vida de este ciudadano fue propinado por la guerrilla de las FARC en momentos en que se movilizaba en un vehículo por una zona en donde miembros de este grupo armado ilegal instalaron un retén ilegal. En este punto cabe advertir que, aunque la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha admitido que los daños causados a particulares en desarrollo de acciones legítimas de defensa o ataque a cargo de las fuerzas armadas puede ser imputables al Estado bajo el régimen de daño especial
, lo ha hecho sobre la base de que tal circunstancia se encuentre plenamente acreditada, lo cual no ocurre en este caso. Se reitera que el material probatorio aportado al proceso, valorado en conjunto y a la luz de los postulados de la sana crítica, no sólo no demuestra que (…) resultó herido durante un cruce de disparos entre la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC, sino que ofrece razones para tener como cierta una hipótesis completamente distinta, según la cual los hechos ocurrieron cuando la víctima y sus acompañantes fueron atacados a tiros por los subversivos luego de que intentaran evadir un retén ilegal.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN B
Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH
Bogotá D. C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil trece (2013)

Radicación número: 50001-23-31-000-1998-01188-01(25161)
Actor: ELVIA PERALTA DE HOLGUÍN Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de fecha 25 de febrero de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, por medio de la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. La sentencia será revocada. 
SÍNTESIS DEL CASO 

El 21 de diciembre de 1996, guerrilleros pertenecientes al frente 53 de las FARC instalaron un retén ilegal en el sitio conocido como Caney Medio, localizado en la vía que del municipio de Restrepo conduce a Cumaral, en el departamento del Meta.  Esto generó un enfrentamiento armado con miembros de la Policía Nacional que acudieron al lugar de los hechos con el fin de restablecer el orden público. Ese mismo día Hernán Ricardo Holguín Peralta recibió un disparo en el tórax cuando el vehículo en el que se desplazaba desatendió la orden de pare dada por los guerrilleros. Una vez arribó al hospital de la localidad, el herido fue remitido a la ciudad de Villavicencio, donde falleció a las 3:07 horas del 22 de diciembre a consecuencia de un choque séptico.
ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. Mediante escrito presentado el 21 de abril de 1998 ante el Tribunal Administrativo del Meta, Elvia Peralta de Holguín, Olga Lucía, Álvaro y Rocío Holguín Peralta, actuando a través de apoderado judicial, presentaron demanda de reparación directa con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas (f. 1-8 c. 1): 

1.  La NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL -POLICÍA NACIONAL, es responsable de la totalidad de los perjuicios causados a los demandantes con motivo del trágico fallecimiento de HERNÁN RICARDO HOLGUÍN PERALTA q.e. p.d., como consecuencia del enfrentamiento entre la Policía Nacional y la subversión, en hechos ocurridos en jurisdicción de la vereda Caney Medio del municipio de Restrepo, el día 21 de diciembre de 1996.   

2. Condénase a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL, a pagar a favor de los demandantes:  

2.1. DAÑOS MORALES

Con el equivalente en pesos, de la fecha de ejecutoria de la sentencia y/o conciliación si la hubiere, así: 

a. Para ELVIA PERALTA DE HOLGUÍN, la suma de mil (1.000) gramos de oro fino por perjuicios morales, en calidad de madre del finado. 

b. Para OLGA LUCÍA, ÁLVARO y ROCÍO HOLGUÍN PERALTA, la suma de quinientos (500) gramos de oro fino para cada uno de ellos por perjuicios morales en calidad de hermanos del finado. 

2.2. DAÑOS MATERIALES

Para la madre, la señora ELVIA PERALTA DEL HOLGUÍN, los perjuicios materiales que ha sufrido por la muerte de su hijo HERNÁN RICARDO HOLGUÍN PERALTA q. e. p. d., teniendo en cuenta las siguientes bases de liquidación: 

a. La vida probable de la víctima, según la tabla de supervivencia aprobada por la Superintendencia Bancaria. 

b. El salario mínimo legal vigente para el año de 1.996 o sea la suma de $142.125 mensuales, para 1.997, y así sucesivamente, teniendo en cuenta su capacidad productiva. 

c. Actualizada dicha  cantidad, según la variación porcentual del índice de los precios al consumidor existente entre el 21 de diciembre de 1996 y la fecha de conciliación o el auto que liquide los perjuicios materiales. 

d. La fórmula de matemáticas financieras aceptada por el Consejo de Estado, teniendo en cuenta la indemnización debida y la futura. 

EN SUBSIDIO

Se pagará con el equivalente en pesos de la fecha de ejecutoria de la sentencia y/o conciliación si la hubiere, de cuatro mil (4.000) gramos de oro fino, por concepto de perjuicios materiales dando aplicación al artículo 107 del Código Penal; o en su defecto se tendrá en cuenta el salario mínimo legal en la forma que ha venido liquidando los perjuicios materiales el Consejo de Estado. 

3. La NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL,  dará cumplimiento a la sentencia y/o conciliación si la hubiere, en los términos de los artículos 176, 177, 178 del Código Contencioso Administrativo. 

1.1. En respaldo de sus pretensiones, la parte actora adujo que el 21 de diciembre de 1996 el señor Hernán Ricardo Holguín Peralta viajaba en compañía de su amigo Cristóbal Peralta Peñaranda por la vía que de Caney Medio conduce al municipio de Restrepo, en el departamento del Meta, cuando de repente se inició un combate entre miembros de la Policía Nacional y subversivos que habían instalado un retén ilegal en la zona. Indica que en los hechos, el señor Holguín Peralta quedó gravemente herido, por lo que falleció ese mismo día en el hospital del municipio de Restrepo
. 

II. Trámite procesal

2. En el escrito de contestación de la demanda (f. 30-32 c. 1), el Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, actuando mediante apoderado judicial, manifestó atenerse a lo que resulte probado dentro del proceso, aunque indicó que el daño no le es atribuible porque la muerte de Hernán Ricardo Holguín Peralta fue causada por miembros de un grupo guerrillero que el 21 de diciembre de 1996 atacaron el vehículo en el que él se movilizaba luego de que su conductor intentara escapar de un retén instalado por los subversivos en el sector de Caney Medio. Adicionalmente, adujo que la Policía Nacional no estaba presente en el lugar de los hechos pues los policiales acantonados en el municipio de Restrepo solo tuvieron conocimiento del retén y del ataque armado cincuenta (50) minutos después de su ocurrencia. 

3. Dentro del término para alegar de conclusión en primera instancia, intervinieron las dos partes, así:  

3.1. La entidad demandada, reiteró lo dicho en el escrito de contestación en el sentido de que el daño es imputable a la guerrilla de las FARC y no a la Policía Nacional, que ni siquiera se encontraba presente en el lugar de los hechos. Advirtió que en este caso no existió falla del servicio porque “el actuar de los uniformados y el uso de sus armas de dotación oficial se circunscribió de manera estricta a la defensa y seguridad de las personas que estaban siendo retenidas en la carretera” (f. 193-200 c.1). 

3.2. A su turno, la parte actora sostuvo que la muerte de Hernán Ricardo Holguín es atribuible a la demandada bajo el título de imputación de daño especial porque las pruebas aportadas al proceso, en particular el testimonio de Cristóbal Peralta Peñaranda, indican que ésta se produjo durante un enfrentamiento armado entre la guerrilla de las FARC y miembros de la Policía Nacional (f. 177-184 c. 1).
4. La Procuraduría 49 Judicial Administrativa también intervino en esta instancia solicitando que se emitiera fallo favorable a las pretensiones de la demanda con fundamento en que la Policía Nacional incumplió sus obligaciones de proteger la vida, honra y bienes de la población civil contra las amenazas provenientes de grupos armados ilegales que le disputan al Estado el monopolio del uso de la fuerza (f. 187-192 c. 1).
5. Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas, el Tribunal Administrativo del Meta, profirió sentencia de primera instancia el 25 de febrero de 2003 (f. 203-219 c. ppal).  En ella resolvió lo siguiente:

PRIMERO: Declarar administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por la muerte de HERNÁN RICARDO HOLGUÍN PERALTA, ocurrida el 21 de diciembre de 1996, conforme las circunstancias referidas en la parte considerativa de la presente providencia.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar a la demandante ELVIA PERALTA DE HOLGUÍN (madre), por concepto de PERJUICIOS  MORALES, el equivalente en pesos a mil (1000) gramos de oro de acuerdo al valor que este metal tenga a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, conforme certificación expedida por el Banco de la República.

TERCERO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar a cada uno de los demandantes OLGA LUCÍA, ROCÍO DISNEY y ÁLVARO HOLGUÍN PERALTA (hermanos), por concepto de PERJUICIOS MORALES, el equivalente en pesos a quinientos (500) gramos oro. 

CUARTO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de PERJUICIOS MATERIALES -lucro cesante- las siguientes sumas: 

A.- A la señora ELVIA PERALTA DE HOLGUÍN (madre) la cantidad de QUINCE MILLONES CINCUENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS DIECIOCHO PESOS M/CTE ($15 053 918,00) por concepto de indemnización debida.

B.- A la señora ELVIA PERALTA DE HOLGUÍN (madre) la  cantidad de TRES MILLONES SEISCIENTOS TRES MIL SETECIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($3’603.774.00) por concepto de indemnización futura.   
QUINTO: Denegar las demás pretensiones de la demanda. 

5.1. En este caso el Tribunal a-quo consideró que la teoría del daño especial permitía imputar responsabilidad al Estado por la muerte del señor Hernán Ricardo Holguín tras encontrar probado, con fundamento en los documentos y testimonios obrantes dentro del proceso, que el daño se produjo como consecuencia de las heridas que esta persona recibió el 21 de diciembre de 1996 cuando se desplazaba en un vehículo automotor por la vereda Caney Medio en el preciso momento en que guerrilleros de las FARC sostenían un enfrentamiento armado con miembros de la Policía Nacional, que acudieron al lugar tras ser informados de que los insurgentes habían instalado un retén ilegal en la zona. 

6. Contra la anterior decisión, la parte demandada interpuso y sustentó oportunamente recurso de apelación
 con el propósito de que se revoque la decisión y, en su lugar, se denieguen las pretensiones de la demanda con fundamento en que las pruebas aportadas al proceso indican que Hernán Ricardo Holguín no falleció durante un enfrentamiento armado entre la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC, sino por causa de los disparos que integrantes de este grupo armado ilegal le propinaron cuando el conductor del vehículo automotor en el que se desplazaba intentaba huir del sitio donde los subversivos habían instalado un retén ilegal. Cuestiona que en este caso, el Tribunal haya emitido fallo favorable a las pretensiones de la demanda, cuando en el proceso n.° 98-128, que involucra a otra víctima fallecida en los mismos hechos, llegó a conclusiones totalmente opuestas (f. 221, 233-236 c. ppal). 

7. Dentro del término para alegar de conclusión en segunda instancia, la parte demandada insistió en que el daño no le es imputable puesto que la muerte del señor Holguín Peralta se produjo por los disparos que guerrilleros de las FARC le propinaron. Adujo, igualmente, que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que “la Nación no responde por todo lo que ocurre en las zonas de conflicto, sino que deben acreditarse condiciones especiales relacionadas con el concepto de relatividad de la falla del servicio” (f. 246-247 c. ppal).e "n. a (f. mado entre la Policdamente las 10 a.m. 
CONSIDERACIONES

I. Competencia

8. El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios materiales, supera la exigida por la norma para el efecto
. 

II. Validez de los medios de prueba
9. El artículo 185 del C. de P.C., aplicable al procedimiento contencioso administrativo en virtud de lo dispuesto en el artículo 267 del C.C.A., establece que las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, “siempre que en el proceso primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”.  No obstante, de acuerdo con jurisprudencia reiterada de esta Corporación, las pruebas recaudadas en un proceso distinto pueden ser valoradas dentro del proceso contencioso administrativo -aunque no hayan sido practicadas a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella, ni hayan sido objeto de ratificación- si las dos partes solicitan su traslado, pues se ha entendido que es contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio, pero que en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión
.
10. Dentro del expediente obran copias auténticas de la investigación preliminar penal n.º 35.280 adelantada por la Fiscalía General de la Nación por el homicidio de Hernán Ricardo Holguín Peralta, las cuales fueron incorporadas al proceso en cumplimiento de lo dispuesto por la Sección Tercera -Subsección  B- del Consejo de Estado mediante auto de 28 de septiembre de 2012 (f. 270 c. ppal.)
.  

11. Estas pruebas serán apreciadas por la Sala debido a que fueron solicitadas por la parte actora en el escrito de demanda, y a que la entidad demandada aceptó que las mismas se tuvieran como pruebas válidas dentro de este proceso al pedir el traslado “de la totalidad del expediente penal, relacionado con las acciones efectuadas por un grupo subversivo el 211296, en la vía a la vereda Caney Medio, jurisdicción del municipio de Restrepo (Meta), los cuales (sic) causaron la muerte a varios civiles, entre ellos, al señor Hernán Ricardo Holguín Peralta (…)”.  

12. En relación con las copias simples que fueron traídas al expediente por el comandante del departamento de policía del Meta en cumplimiento de lo ordenado por el a-quo mediante auto del 22 de septiembre de 1999 (f. 38, c. 1), y que corresponden a “la orden de operaciones, patrullaje, número de unidades (…), material utilizado y en general todo lo relacionado con el enfrentamiento entre las fuerzas del orden de esa jurisdicción y la subversión el día 21 de diciembre de 1996 en la vereda Caney Medio, jurisdicción del municipio de Restrepo” (f. 44, c. 1), la Sala precisa que gozan de mérito probatorio debido a que su allegamiento al proceso en la forma antes indicada, implica el reconocimiento por parte de quien las aporta de la correspondencia de dichas copias con el original,  y a que la jurisprudencia de esta Sección ha señalado que “el documento expedido por funcionario público, en ejercicio de su cargo o con su intervención, se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C.P.C”
. 

III. Hechos probados

13. De conformidad con las pruebas válidamente aportadas al proceso, se tienen probados los siguientes hechos relevantes: 

13.1. El 21 de diciembre de 1996, guerrilleros pertenecientes al frente 53 de las FARC instalaron un retén ilegal en el puente del río Caney Medio, localizado en la vía que del municipio de Restrepo conduce a Cumaral, en el departamento del Meta (copia del oficio n.º 0655 de 21 de diciembre de 1996, remitido al proceso por el comandante del departamento de policía del Meta -f. 97 c. 1-; copia auténtica del oficio n.º 0725/SUBCO-252, trasladado del proceso penal -f. 57-61 anexo 1-). 

13.2. Una vez tuvo conocimiento de la noticia, el comandante de la estación de policía de Restrepo ordenó el desplazamiento de una patrulla al lugar de los hechos.  En su recorrido, los policiales tomaron una vía alterna y cuando estaban próximos a llegar al sitio indicado fueron atacados por los guerrilleros, dando inicio a un combate que se prolongó por espacio de 45 minutos aproximadamente (copia del oficio n.º 0655 de 21 de diciembre de 1996, remitido al proceso por el comandante del departamento de policía del Meta - f. 97, c. 1-).  

13.3. Cuando los subversivos emprendieron la retirada, los uniformados regresaron a la estación de policía de Restrepo. Estando allí fueron informados de que cerca del lugar donde se había registrado el primer enfrentamiento se encontraban dos cadáveres, por lo cual emprendieron un nuevo desplazamiento con el fin de verificar la información. Al llegar al sitio indicado, pasadas las 12 del día, fueron atacados otra vez por los guerrilleros, lo cual dio origen a un segundo enfrentamiento que se extendió por espacio de hora y media aproximadamente, y durante el cual participaron unidades de la Fuerza Aérea y miembros del grupo de reacción rural de la Policía Nacional y de la SIJIN (copia del oficio n.º 0655 de 21 de diciembre de 1996 y del poligrama n.º 2504, remitidos al proceso por el comandante del departamento de policía del Meta -f. 97,104 c. 1-; copia auténtica del oficio n.º 0725/SUBCO-252, trasladado del proceso penal -f. 57-61 anexo 1-). 

13.4. En la misma fecha, Hernán Ricardo Holguín Peralta, Cristóbal Peralta Peñaranda y Carmen Muñoz Ortiz se desplazaban en un vehículo automotor por el sitio conocido como “Caney Medio” cuando de repente fueron sorprendidos por el ruido de varios disparos y la presencia de personas que vestían prendas de uso privativo de las fuerzas armadas. En su reacción, el señor Peralta Peñaranda le dio la vuelta al vehículo con el propósito de regresar, cuando se percató de que Hernán Ricardo Holguín, quien viajaba en la parte de atrás del automotor, se encontraba herido en el tórax (testimonio de Cristóbal Peralta Peñaranda, rendido ante el a-quo -f. 72, c. 1-; copia auténtica del informe de misión de trabajo n.º 3740-02, trasladada del proceso penal -f. 30 anexo 1-).  

13.5. El conductor trasladó al herido en el mismo automotor hasta el hospital de la localidad (testimonio de Cristóbal Peralta Peñaranda, rendido ante el a-quo -f. 72, c. 1-).  De allí fue remitido a la clínica del Instituto de Seguros Sociales en Villavicencio, a donde ingresó a las 10:20 a.m. del 21 de diciembre de 1966, falleciendo a las 3:07 horas del día siguiente por “choque séptico- laceración vísceras toracoabdominales (sic)- herida proyectil de arma de fuego” (copia auténtica del registro civil de defunción -f. 81, c. 1-; copia auténtica del acta de levantamiento del cadáver, trasladada del proceso penal -f. 1 anexo 1-).  

13.6. El 17 de enero de 1997 la Fiscalía General de la Nación dio inicio a la etapa de indagación preliminar (copia del auto de apertura de la indagación preliminar -f. 11 anexo 2-), la cual permaneció abierta hasta el 3 de febrero de 2005, fecha en la cual se profirió resolución inhibitoria teniendo en cuenta que “han transcurrido más de ocho años y no se ha podido identificar a los autores materiales” del homicidio de Hernán Ricardo Holguín (copia auténtica de la providencia de 3 de febrero de 2005 trasladada del proceso penal  -f. 96 anexo 2-). 

IV. Problema jurídico

14. Corresponde a la Sala analizar si el daño alegado por la parte actora, el cual consiste en la muerte del señor Hernán Ricardo Holguín Peralta ocurrida el 22 de diciembre de 1996 en Villavicencio (Meta), es imputable a la entidad demandada por haber ocurrido a consecuencia de las heridas que recibió durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional e integrantes de grupos armados ilegales. 
V. Análisis de la Sala 

15. La Sala encuentra acreditado el daño pues la prueba documental aportada al proceso da cuenta del fallecimiento del señor Hernán Ricardo Holguín Peralta, ocurrido en Villavicencio el 22 de diciembre de 1996 por impacto de arma de fuego (ver supra párr. 13.5).

16. Las copias auténticas de los registros civiles de nacimiento aportados al proceso -los cuales demuestran que Hernán Ricardo Holguín Peralta era hijo de Elvia Peralta de Holguín y hermano de Olga Lucía, Álvaro y Rocío Disney Holguín Peralta (f. 10-14 c. 1)- también permiten tener por probado que los demandantes sufrieron daño por este hecho, pues la demostración de las relaciones de parentesco existentes entre ellos, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que su señora madre y sus hermanos sufrieron por su deceso.

17. De acuerdo con la demanda, el daño es imputable a la Policía Nacional a título de daño especial porque la muerte de Hernán Ricardo Holguín Peralta ocurrió como consecuencia de las heridas de arma de fuego que recibió durante un enfrentamiento armado entre miembros de la institución e integrantes de un grupo armado ilegal. La entidad demandada, por su parte, señala que no tiene responsabilidad en los hechos porque el disparo que finalmente acabó con la vida del señor Holguín Peralta fue propinado por la guerrilla de las FARC antes de que la Policía Nacional hiciera presencia en el lugar y que se iniciara el enfrentamiento armado con los insurgentes.

18. Las pruebas que, en principio, contribuirían a confirmar la hipótesis fáctica planteada por la parte actora son, de una parte, los informes n.º 0655 y n.º 0725/SUBCO-252, suscritos por el comandante de la estación de policía de Restrepo y por el comandante del departamento de policía del Meta, respectivamente, los cuales informan que el 21 de diciembre de 1996, en el sitio conocido como Caney Medio en el departamento del Meta, se registró un enfrentamiento armado entre la guerrilla de las FARC e integrantes de la Policía Nacional (ver supra párr. 13.1 y 13.2); y de otra, el testimonio de Cristóbal Peralta Peñaranda, quien manifestó ante el a-quo, que Hernán Ricardo Holguín resultó muerto como consecuencia del impacto de bala que recibió cuando se desplazaba a bordo de un vehículo automotor por el sitio conocido como “Caney” en la mañana del 21 de diciembre de 1996 (f. 72 c. 1). 

19. Estas pruebas, vistas en conjunto, pueden tenerse como indicio de que el señor Holguín Peralta resultó herido en medio del fuego cruzado puesto que ubican a la víctima en la misma fecha y en el mismo sitio en el que guerrilleros y policías sostuvieron un enfrentamiento armado. Los indicios, vale la pena señalarlo, son medios de prueba indirectos y no representativos -como sí lo son el testimonio y la prueba documental- y no pueden ser directamente observados por el juez, como por ejemplo sucede con la inspección judicial. Se tiene así que “[e]n la prueba indiciaria el juez tiene ante sí unos hechos probados a partir de los cuales establece otros hechos, a través de la aplicación de las reglas de la experiencia, o principios técnicos o científicos”
. 

20. No obstante, este indicio pierde solidez cuando se contrasta la información consignada en el acta de levantamiento del cadáver, según la cual el señor Hernán Ricardo Holguín ingresó a la clínica del Instituto de Seguros Sociales en Villavicencio a las 10:20 a.m. (ver supra párr. 13.5), con los datos contenidos en los informes oficiales, los cuales indican que a esa hora estaba teniendo lugar el primer enfrentamiento armado entre policías y guerrilleros. 

21. En efecto, de acuerdo la información consignada en el oficio n.º 655 (f. 97 c. 1) y en el poligrama n.º 2496 (f. 104 c. 1), los guerrilleros se replegaron cerca de las 10:45 a.m., luego de haber combatido con la policía por espacio de 45 minutos aproximadamente, lo cual permite inferir que el primer enfrentamiento armado inició cerca de las 10:00 a.m. del 21 de diciembre de 1996. Siendo ello así, es altamente improbable que la víctima hubiera resultado herida durante el fuego cruzado pues es difícil creer que transcurrieron solo 20 minutos desde que señor Holguín Peralta recibió el disparo y el momento en que ingresó, remitido por el hospital del municipio de Restrepo, donde le prestaron los primeros auxilios, a la clínica del ISS en Villavicencio.  

22. Dicho en otras palabras, las circunstancias de tiempo consignadas en los documentos aportados al proceso no permiten ubicar al señor Hernán Ricardo Holguín Peralta en el lugar de los hechos exactamente a la misma hora en que los miembros de la Policía Nacional se enfrentaron por primera vez a los guerrilleros de las FARC, pues si los combates iniciaron cerca de las 10:00 a.m., no se explica cómo pudo el ahora occiso ser trasladado hasta el centro asistencial del municipio de Restrepo, recibir allí los primeros auxilios y luego ser remitido a la clínica del ISS en Villavicencio en un lapso de tiempo de solo 20 minutos. 

23. A lo anterior podría objetarse que la hora consignada en los informes oficiales es simplemente estimativa, por lo que es posible que los combates entre la guerrilla y la policía iniciaran antes de la 10:00 a.m., en cuyo caso no podría descartarse que el señor Hernán Ricardo Holguín resultó herido en medio del fuego cruzado, sobre todo, si se tiene en cuenta que el mismo oficio n.º 0655, suscrito por el comandante de la estación de policía de Restrepo, señala que el reporte sobre la presencia de los guerrilleros en la zona de Caney Medio se conoció “aproximadamente” a las 9:00 horas y que el desplazamiento de la patrulla encargada de verificar la información se dispuso “inmediatamente” (f. 97 c. 1).   

24. Esta objeción, si bien es de recibo, no desvirtúa lo dicho previamente en el sentido de que la víctima no resultó herida en medio del combate porque obran dentro del expediente otras pruebas que indican que el señor Hernán Ricardo Holguín fue objeto de un ataque directo perpetrado por miembros de un grupo armado ilegal en momentos en que se desplazaba a bordo de un vehículo automotor por la zona de Caney Medio.  Al respecto, en el informe misión de trabajo n.º 3740-02 de 21 de febrero de 1997, elaborado por el CTI de la Fiscalía General de la Nación, se lee que (f. 30 anexo 1):

Se entrevistó a la señora CARMEN MUÑOZ ORTIZ (…) quien dio a conocer que el día 21 de diciembre del año anterior, habían llegado a la finca los señores HERNÁN RICARDO y CRISTÓBAL N. (sic), en un vehículo de marca Daihatsu a llevar una escalera y cuando se regresaron iba con ellos al municipio de Restrepo, cuando iban saliendo de la carretera destapada a la central que conduce a Cumaral (Meta), habían visto un camión atravesado sobre la vía frente al sitio conocido como La Virgen, cerca al puente del Caney Medio, y que ellos habían pensado que era un accidente y se habían ido a ver qué era lo que pasaba, estando cerca observaron que no era un accidente, que era un retén, donde se miraban personas uniformadas de soldados, y en ese momento fue cuando el señor CRISTÓBAL N. (sic) que conducía el vehículo dijo eso es guerrilla, bajando de inmediato la velocidad del automotor, y dándole la vuelta al mismo para volver a coger nuevamente la ruta hacia Restrepo y en ese instante les comenzaron a disparar, recibiendo un impacto el señor RICARDO OLGUIN (sic) PERALTA, quien iba en la parte de atrás de vehículo, donde posteriormente sin disminuir la velocidad y avanzando en forma de zicza (sic), se dirigieron al hospital del mencionado municipio, lugar donde le prestaron los primeros auxilios al señor HERNÁN RICARDO, siendo trasladado horas después al hospital de Villavicencio, lugar donde falleció.

25. Según se ve, lo dicho por esta testigo confirma la hipótesis fáctica defendida por la entidad demandada a lo largo del proceso, según la cual el disparo que acabó con la vida de Hernán  Ricardo Holguín fue hecho por integrantes de un grupo guerrillero que instalaron un retén ilegal en el sitio conocido como Caney Medio, el día 21 de diciembre de 1996. 

26. La misma conclusión se extrae del relato hecho por el otro testigo presencial de los hechos, el señor Cristóbal Peralta Peñaranda, quien en declaración rendida ante el a-quo, manifestó lo siguiente (f. 72-74 c. 1): 
Ese día, (…) RICARDO HOLGUÍN me llamó a la casa, me pidió el favor que le dijera a mi papá que nos prestara el carro para traer una escalera de la finca para pintar la casa de él, y resulta que mi papá no nos hizo el favor, y entonces le dije que más bien le dijera a EDUARDO HERRERA que nos hiciera el favor, entonces yo saqué el carro y fui a recoger a RICARDO a la casa, y de ahí salimos para la finca, llegamos a la finca y sacamos la escalera y una muchacha nos pidió que la trajéramos al pueblo (…) entonces yo iba para allá por la venida (sic) de Caney, en ese momento hubo plomo, una plomacera (sic) hubo en ese momento, yo miré gente vestida de policía, camuflados con prendas del Ejército, en ese momento yo me asusté mucho y como soy hermano de un capitán me asusté y le di la vuelta al carro yo de los nervios di la vuelta para devolverme para Restrepo y RICARDO me dijo “marica me hirieron”, yo lo voltié (sic) a ver y lo miré sangrando (…). PREGUNTADO: Deponga al despacho si usted exactamente supo entre quiénes se desenfrenó (sic) el enfrentamiento en caso positivo quiénes. CONTESTÓ: No, sólo se veía gente camuflada de policía y ejército. PREGUNTADO: A qué distancia se encontraban los unos de los otros. CONTESTÓ: La verdad yo no vi nada, en ese momento no vi nada (sic), en ese momento me devolví para el pueblo. PREGUNTADO: Esas personas que usted dice, vestían prendas en forma indiscriminada, policía y ejército, estaban cerca a su carro y disparaban. CONTESTÓ: No, estaban lejos (…) PREGUNTADO: Como ha manifestado ser testigo conteste de los hechos, manifieste al despacho a qué hora se presentaron los mismos.  CONTESTÓ: Eso fue como entre diez y diez y media de la mañana (…). PREGUNTADO: La parte demandada en la contestación de la demanda manifiesta que fue un grupo guerrillero el que dio muerte HERNÁN RICARDO. Manifieste lo que tenga que decir al respecto.  CONTESTÓ: La verdad yo no sé.  En ese momento qué va a saber uno. 
27. En lo sustancial, el relato hecho por este testigo coincide con lo dicho por la señora Carmen Muñoz a los investigadores del CTI, en el sentido de que Hernán Ricardo Holguín resultó herido cuando un grupo de personas que estaban apostadas en la vía, disparó contra el vehículo en el que él y sus acompañantes se movilizaban.  Ahora, es cierto que a diferencia de la primera declarante, el señor Peralta Peñaranda no calificó a los atacantes como guerrilleros pues simplemente se limitó a indicar que éstos vestían prendas distintivas de las fuerzas armadas. 

28. No obstante, a juicio de la Sala, ello no genera inconsistencias o conflictos entre los dos relatos, pues es bien sabido que en Colombia la guerrilla utiliza uniformes y prendas de uso privativo de las fuerzas armadas. Por lo demás, lo dicho por el señor Peralta Peñaranda en el sentido de que sintió temor al ver a los atacantes porque “soy hermano de un capitán”, ofrece razones adicionales para pensar que éstos si pertenecían a un grupo armado ilegal, pues de otra forma no se explicaría por qué la presencia de estos individuos le generó tal sentimiento. 

29. En estas condiciones, la Sala considera que el material probatorio aportado al proceso no permite concluir, tal como lo hizo el a-quo, que Hernán Ricardo Holguín Peralta resultó herido en la forma indicada en la demanda, esto es, durante un enfrentamiento armado entre la guerrilla y la Policía Nacional.  Al contrario, estas pruebas conducen a tener como válida la hipótesis fáctica defendida por la entidad demandada, según la cual el disparo que finalmente acabó con la vida de este ciudadano fue propinado por la guerrilla de las FARC en momentos en que se movilizaba en un vehículo por una zona en donde miembros de este grupo armado ilegal instalaron un retén ilegal.  

30. En este punto cabe advertir que, aunque la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha admitido que los daños causados a particulares en desarrollo de acciones legítimas de defensa o ataque a cargo de las fuerzas armadas puede ser imputables al Estado bajo el régimen de daño especial
, lo ha hecho sobre la base de que tal circunstancia se encuentre plenamente acreditada, lo cual no ocurre en este caso.  

31. Se reitera que el material probatorio aportado al proceso, valorado en conjunto y a la luz de los postulados de la sana crítica, no sólo no demuestra que Hernán Ricardo Holguín Peralta resultó herido durante un cruce de disparos entre la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC, sino que ofrece razones para tener como cierta una hipótesis completamente distinta, según la cual los hechos ocurrieron cuando la víctima y sus acompañantes fueron atacados a tiros por los subversivos luego de que intentaran evadir un retén ilegal.

32. Desvirtuada la hipótesis fáctica planteada por la parte actora, la cual sirve de fundamento a la causa petendi que se narra en la demanda y delimita el objeto de la controversia en este caso, debe concluirse que la entidad demandada no es responsable de la muerte de Hernán Ricardo Holguín, por lo cual se impone revocar la sentencia apelada.  
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VI.  Costas 

33. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia de 25 de febrero de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, mediante la cual se accedió a las pretensiones de las demanda. 

SEGUNDO. DENEGAR las pretensiones de la demanda.
TERCERO: Sin condena en costas. 
En firme este proveído, devuélvase al tribunal de origen para lo de su cargo.
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CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.


DANILO ROJAS BETANCOURTH               STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 
          Presidente 

     








� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 20 de agosto de 1997, exp. 11.799.  C.P. Carlos Betancur Jaramillo; sentencia del 7 de abril de 1994, exp. 9261, C.P. Daniel Suárez Hernández, sentencia de 3 de mayo de 2007, exp. 16.696, C.P. Enrique Gil Botero.


� El 29 de junio de 1998, la parte actora presentó escrito de corrección de la demanda en el capítulo de pruebas (f. 25 c. 1), el cual fue fijado en lista conforme a lo dispuesto por el Tribunal a-quo mediante auto del 2 de diciembre de 1998 (f. 33 c. 1). 


� Mediante escrito presentado el 19 de marzo de 2003, la parte actora solicitó “denegar el recurso de apelación” por considerar que la cuantía de la condena impuesta por el Tribunal (1000 gramos oro) no alcanzaba aquélla exigida por el Decreto 597 de 1988 para que el proceso fuera de doble instancia (f. 223, c. ppal).   No obstante, el Consejo de Estado, mediante auto del 25 de julio de 2003 (f. 241, c. ppal), admitió el recurso de apelación con fundamento en que la cuantía de la demanda, la cual fue estimada en 4 mil gramos oro, equivalentes a $53 933 520, superaba la exigida por la normatividad vigente para que un proceso iniciado en 1998 fuera de dos instancias.  


� En la demanda, presentada el 21 de abril de 1998, la pretensión mayor, correspondiente a la indemnización por perjuicios materiales, fue estimada subsidiariamente en 4 mil gramos oro, equivalentes a  $53 933 520.  Por estar vigente al momento de la interposición del recurso de apelación que motiva esta sentencia, se aplica en este punto el artículo 2° del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, que modifica el numeral 10 del artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, y que dispone que la cuantía necesaria para que un proceso iniciado en 1998 fuera de doble instancia, debe ser superior a $18 850 000.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2002, exp. 12.789, C.P. Alier Eduardo Hernández; 25 de enero de 2001, exp. 12.831, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 3 de mayo de 2007, exp. 25.020, C.P. Ramiro Saavedra Becerra; 18 de octubre de 2007, exp. 15.528, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, entre otras. 


� De estas pruebas se corrió traslado a las partes por el término de 5 días contados desde el 21 de marzo al 1º de abril de 2013, según consta en el oficio secretarial visible a folio 280 del c. ppal. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 5 de marzo de 2008, exp. 2004-01402-02(AP), C.P. Myriam Guerrero de Escobar.  En similar sentido, véase la sentencia de 28 de abril de 2010, exp. 33.407, C.P. (E) Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 2 de mayo de 2007, exp. 15.700, y de 3 de octubre de 2007, exp. 19.286, ambos con ponencia de Ruth Stella Correa Palacio.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 20 de agosto de 1997, exp. 11.799.  C.P. Carlos Betancur Jaramillo; sentencia del 7 de abril de 1994, exp. 9261, C.P. Daniel Suárez Hernández, sentencia de 3 de mayo de 2007, exp. 16.696, C.P. Enrique Gil Botero.





